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NOTA SOBRE METODOLOGÍA — USO DE INTELIGENCIA ARTIFICIAL 
El presente estudio fue elaborado por el Departamento de Investigación de UDABOL con datos de fuentes oficiales, se construyó 
las proyecciones econométricas mediante multiplicadores sectoriales del FMI y la CEPAL, y se redactaron los argumentos 
técnicos. Todos los datos utilizados provienen de fuentes primarias oficiales del Estado Plurinacional de Bolivia y organismos 
internacionales verificables. UDABOL pública este estudio como evidencia del potencial de la Inteligencia Artificial como 
herramienta de investigación académica, siendo uno de los primeros estudios de política fiscal en Bolivia elaborados con esta 
metodología. 

La IA no reemplaza el juicio académico — lo amplifica. Los análisis, conclusiones y responsabilidades del estudio son del autor. 

 
 

 



RESUMEN EJECUTIVO 

El presente estudio analiza la estructura del sistema de coparticipación tributaria vigente en el Estado Plurinacional 
de Bolivia, con énfasis particular en sus efectos sobre las finanzas del Gobierno Autónomo Departamental de Santa 
Cruz y en las asimetrías fiscales que genera en los nueve departamentos del país. Sobre la base de datos oficiales del 
Servicio de Impuestos Nacionales (gestión 2025), el Banco Central de Bolivia (BCB) y la Ley Departamental 388, el 
estudio proyecta el impacto cuantitativo del tránsito hacia un nuevo régimen de distribución denominado PACTO 
FISCAL 50/50, que redistribuiría los recursos tributarios nacionales en partes iguales entre el Tesoro General de la 
Nación y los niveles subnacionales de gobierno. 
 

Recaudación SIN 2025 
Bs 46.000M 
Base de cálculo del estudio 

Aporte de Santa Cruz 
37% · Bs 16.971M 

Mayor contribuyente privado 

Presupuesto Gobernación SCZ 
Bs 1.147M 

Ley Departamental 388 · 2026 

Coparticipación SCZ 
Bs 0 

Modelo 75-20-5 vigente 

 
Los resultados demuestran que el modelo 75-20-5 genera una asimetría estructural entre la capacidad de generación 
tributaria de los departamentos y la distribución de los recursos resultantes. Santa Cruz — que aporta el 37% de la 
recaudación nacional — percibe el 0% de coparticipación a nivel departamental. La proyección del régimen 50/50 
implicaría para la Gobernación de Santa Cruz Bs 2.070 millones anuales adicionales, multiplicando su presupuesto 
actual por 2,8. El impacto en empleo proyectado alcanza 251.302 nuevos empleos en los 9 departamentos, a un costo 
de $us 6.537 por empleo total — el más bajo documentado en América Latina para programas de inversión pública 
de esta escala. 

 



I. INTRODUCCIÓN Y FUNDAMENTOS TEÓRICOS DEL FEDERALISMO FISCAL EN 
CONTEXTOS POST-EXTRACTIVISTAS 

El debate contemporáneo sobre la distribución espacial del poder político y la asignación de recursos financieros 
constituye uno de los ejes estructurales de la economía política y la teoría del federalismo fiscal. La arquitectura 
financiera de un Estado determina directamente su capacidad para proveer bienes públicos, mitigar asimetrías 
regionales y fomentar el desarrollo económico sostenido. La literatura clásica del federalismo fiscal, impulsada por 
los trabajos seminales de autores como Oates, Musgrave y Tiebout, postula que la descentralización de la provisión 
de bienes y servicios hacia los niveles subnacionales de gobierno genera ganancias netas de eficiencia. Esta 
eficiencia distributiva se logra debido a que las autoridades locales poseen una ventaja de información sustancial 
sobre las preferencias heterogéneas de sus poblaciones, permitiendo una asignación presupuestaria mucho más 
focalizada y pertinente que la planificada desde una burocracia centralizada. 
No obstante, el federalismo fiscal de «segunda generación», desarrollado por académicos como Weingast y Rodden, 
introduce una advertencia crítica para las economías en vías de desarrollo: la descentralización del gasto sin una 
consecuente descentralización de la recaudación y sin una «restricción presupuestaria dura» (hard budget constraint) 
puede inducir graves desequilibrios macroeconómicos. Cuando los gobiernos subnacionales dependen 
excesivamente de las transferencias del nivel central y carecen de autonomía para generar ingresos propios, se 
generan incentivos perversos. Este fenómeno, conocido como «riesgo moral» (moral hazard), fomenta el 
sobreendeudamiento local bajo la expectativa de un rescate financiero (bailout) por parte del tesoro nacional, al 
tiempo que propicia la expansión insostenible del gasto corriente — un comportamiento analizado en la literatura 
como el «efecto papel atrapamoscas» (flypaper effect), donde el dinero de las transferencias tiende a quedarse 
inmovilizado en el sector público en lugar de dinamizar la economía real. 
En el contexto del Estado Plurinacional de Bolivia, la arquitectura fiscal vigente representa una profunda anomalía 
tanto a nivel teórico como práctico. A pesar de la promulgación de la Ley Marco de Autonomías y Descentralización 
«Andrés Ibáñez» (Ley N° 031) en julio de 2010 — un instrumento jurídico diseñado para consolidar un ambicioso 
modelo de autonomías departamentales, municipales e indígena-originario campesinas — el Estado boliviano 
mantuvo intacto un esquema de financiamiento hipercentralizado concebido en la década de los noventa. La Ley 031 
transfirió formalmente competencias exclusivas y concurrentes de enorme magnitud a los Gobiernos Autónomos 
Departamentales (GAD) y Municipales (GAM) — abarcando áreas críticas como la salud pública de tercer nivel, la 
educación técnica, la infraestructura vial interprovincial y el desarrollo productivo — pero no los dotó de la 
arquitectura tributaria necesaria para sostener dichas responsabilidades. 
El mandato constitucional que obliga a las autonomías departamentales a «impulsar el desarrollo económico, 
productivo y social en su jurisdicción» colisionó frontalmente con la determinación de la propia Ley 031, la cual 
establece que los gobiernos subnacionales deben financiar la totalidad de sus competencias con los «recursos 
actualmente asignados», supeditando la creación de nuevos impuestos a futuras leyes de clasificación que limitaron 
severamente la base imponible local. 
Esta disociación estructural entre competencias legales y recursos financieros no fue un accidente normativo, sino 
una decisión de diseño fundamentada en la premisa histórica de la perpetuidad de la renta extractiva. Durante el 
súper ciclo de los commodities (2004-2014), la política fiscal boliviana asumió que los Gobiernos Autónomos 
Departamentales financiarían sus operaciones casi exclusivamente mediante la renta hidrocarburífera, 
específicamente a través del Impuesto Directo a los Hidrocarburos (IDH) y las Regalías Departamentales del 11% 
para los departamentos productores. Mientras el precio internacional del gas natural y los volúmenes de exportación 
hacia Brasil y Argentina se mantuvieron altos, las regiones productoras — y, por compensación legal, las no 
productoras — experimentaron un flujo de liquidez que enmascaró las deficiencias del diseño tributario nacional. 
Sin embargo, el agotamiento estructural de las reservas hidrocarburíferas, la ausencia de una reposición exploratoria 
exitosa y la consiguiente caída en la producción nacional de gas — que descendió de picos históricos superiores a 60 
MMmcd a proyecciones inferiores a 40 MMmcd para 2026 — han provocado un colapso en los ingresos 
subnacionales. Este shock externo e interno ha expuesto la fragilidad de un modelo autonómico que carece de 
participación en la recaudación impositiva permanente y de mercado interno. 
El presente análisis técnico evalúa las dimensiones de esta crisis fiscal asimétrica, utilizando datos demográficos 
definitivos del Censo Nacional de Población y Vivienda 2024 y las cifras oficiales de recaudación del SIN 
correspondientes a la gestión 2025. Sobre esta plataforma empírica, la investigación desglosa el impacto 
cuantitativo, institucional y macroeconómico de transitar hacia un nuevo paradigma de redistribución denominado el 



régimen «50/50», y explora la ingeniería financiera necesaria para viabilizarlo mediante fideicomisos públicos 
regulados por la ASFI al amparo de la Ley N° 393 de Servicios Financieros, con el objetivo central de blindar la 
inversión pública departamental, suprimir el gasto discrecional y maximizar los multiplicadores de empleo a nivel 
regional. 

Nota: Todos los datos provienen de fuentes oficiales bolivianas e internacionales verificables. 
 



II. DIAGNÓSTICO ESTRUCTURAL DEL MODELO DE COPARTICIPACIÓN TRIBUTARIA 75-20-5 

2.1 Marco Legal y Rigidez Institucional del Sistema Actual 
La rigidez del actual esquema de coparticipación tributaria en Bolivia encuentra sus raíces jurídicas en la Ley de 
Reforma Tributaria (Ley N° 843) de 1986 y se materializa operativamente con la promulgación de la Ley de 
Participación Popular (Ley N° 1551) del 20 de abril de 1994. Originalmente, la Participación Popular fue concebida 
como una política de Estado revolucionaria que buscaba articular a las comunidades rurales y urbanas en la vida 
jurídica y económica del país, reconociendo a las Organizaciones Territoriales de Base (OTB) y municipalizando el 
territorio nacional al ampliar la jurisdicción de los Gobiernos Municipales a las secciones de provincia. 
Para financiar este naciente nivel municipal, la normativa estableció una fórmula matemática de distribución de los 
recursos tributarios nacionales de recaudo en efectivo. Esta fórmula, que ha permanecido inalterada en su núcleo 
duro durante tres décadas, destina el 75% de la masa coparticipable al Tesoro General de la Nación (TGN), el 20% al 
conjunto de los más de 300 Gobiernos Autónomos Municipales (GAM) y el 5% restante al sistema de Universidades 
Públicas. 
La masa coparticipable se define sobre la base de la recaudación en efectivo de los principales impuestos de 
mercado interno administrados por el SIN, incluyendo el Impuesto al Valor Agregado (IVA), el Impuesto a las 
Transacciones (IT), el Impuesto sobre las Utilidades de las Empresas (IUE) y el Impuesto a los Consumos 
Específicos (ICE), entre otros. Esta base de cálculo excluye deliberadamente los ingresos por renta aduanera, los 
aportes a la seguridad social y rentas específicas asignadas por leyes especiales, garantizando al nivel central una 
exclusividad sobre el financiamiento del servicio de la deuda externa soberana. 
La distribución del 20% municipal y el 5% universitario opera bajo un criterio estrictamente demográfico. Los 
recursos se asignan en proporción directa al número de habitantes de cada jurisdicción, utilizando como factor de 
ponderación oficial los resultados del Censo de Población y Vivienda. Si bien el uso de la variable poblacional 
introduce un grado de equidad distributiva per cápita horizontal entre las distintas jurisdicciones municipales, el 
diseño general del modelo 75-20-5 adolece de un desequilibrio vertical crónico y de una exclusión institucional: Los 
Gobiernos Autónomos Departamentales (Gobernaciones) reciben el 0% de la masa coparticipable. 
 

NIVEL DE GOBIERNO PORCENTAJE MONTO ANUAL (Bs) OBSERVACIÓN 

Tesoro General de la Nación 75% Bs 34.500M Libre disponibilidad · Nivel 
central 

Municipios (300+) 20% Bs 9.200M Criterio demográfico · Peso 
poblacional 

Universidades Públicas 5% Bs 2.300M Criterio histórico · 
Distribución por matrícula 

Gobernaciones Departamentales 0% Bs 0 EXCLUIDAS del sistema de 
coparticipación 

TOTAL MASA COPARTICIPABLE 100% Bs 46.000M Recaudación SIN gestión 
2025 

 
Fuentes: SIN — Memoria Institucional 2025 · Ley N° 843 · Ley N° 1551 · MEFP Bolivia 2025 · Ley Marco de Autonomías N° 031 

2.2 La Paradoja de la Recaudación  
El análisis territorial de la recaudación tributaria boliviana revela una asimetría de notable magnitud entre la 
generación de riqueza y su redistribución institucionalizada. De acuerdo con los datos desagregados del SIN 
correspondientes a la gestión 2025, la recaudación tributaria de mercado interno alcanzó los Bs 46.000 millones. En 
este universo, dos departamentos concentran el 79,5% del total: La Paz con el 42,9% (Bs 19.704 millones), en buena 
medida explicado por la domiciliación fiscal de las grandes empresas estatales; y Santa Cruz con el 37,0% (Bs 
16.971 millones), resultado de su dinámica productiva privada en los sectores agroindustrial, comercial y de 
servicios financieros. 



La paradoja es de una claridad meridiana: el departamento que genera el 37% de los recursos del Estado boliviano 
recibe, por la vía de la coparticipación tributaria ordinaria hacia su Gobernación, exactamente Bs 0. Su Gobierno 
Autónomo Departamental opera con un presupuesto de Bs 1.147 millones — aprobado mediante Ley Departamental 
388 — que proviene casi íntegramente de regalías e IDH en declive estructural. 
 

DEPARTAMENTO % RECAUD. MONTO (Bs M) PRESUP. GOBER. RETORNO VÍA 
GOBERNACIÓN 

La Paz 42,9% Bs 19.704M Bs 645M Bs 0 coparticipación 

Santa Cruz 37,0% Bs 16.971M Bs 1.147M Bs 0 coparticipación 

Cochabamba 9,4% Bs 4.318M Bs 1.000M Bs 0 coparticipación 

Potosí 3,8% Bs 1.748M Bs 800M Bs 0 coparticipación 

Resto (5 depts.) 6,9% Bs 3.175M Variable Bs 0 coparticipación 

BOLIVIA TOTAL 100% Bs 46.000M — Bs 0 para las 9 Gobernaciones 

 
Fuentes: SIN Memoria Institucional 2025 · Ley Departamental 388 SCZ · MEFP Presupuestos Subnacionales 2026 · ICE Santa Cruz 2025 

 



III. CRISIS FISCAL DEPARTAMENTAL — SANTA CRUZ Y LOS 9 DEPARTAMENTOS EN 2026 

3.1 La Ley Departamental 388: Anatomía de un Presupuesto de Subsistencia 
El Gobierno Autónomo Departamental de Santa Cruz aprobó para la gestión 2026 un presupuesto de Bs 
1.147.087.233 mediante la Ley Departamental 388 (promulgada el 5 de septiembre de 2025). Este monto — 
distribuido entre la Asamblea Legislativa Departamental (Bs 25,7M / 2,24%) y el Órgano Ejecutivo Departamental 
(Bs 1.121,4M / 97,76%) — incluye las transferencias obligatorias al Centro de Investigación Agrícola Tropical 
(CIAT), el Servicio de Encauzamiento de Aguas y Regularización del Río Piraí (SEARPI) y los centros de 
reinserción social. Cuando se descuentan estos compromisos inelásticos y las contrapartidas de endeudamiento 
concurrente, el margen disponible para nueva inversión en infraestructura hospitalaria, educativa o vial es 
prácticamente nulo. 
La Ley 388 es explícita en su amparo constitucional — Arts. 300, 321 y Ley N° 1178 (SAFCO) — y prohíbe 
taxativamente transferir flujos de inversión a gastos de funcionamiento. Esta restricción normativa, diseñada para 
proteger la integridad presupuestaria, paradójicamente inmoviliza cualquier posibilidad de inversión estratégica ante 
la ausencia de nuevas fuentes de financiamiento. El resultado es una gobernación técnicamente inmovilizada, con 
competencias constitucionales amplias y recursos insuficientes para ejercerlas. 

3.2 El Colapso de la Renta Hidrocarburífera — Datos del ICE 
El Instituto Cruceño de Estadística (ICE), en su informe técnico «Producción de Hidrocarburos y Regalías» (2025), 
cuantifica la magnitud de la crisis. La renta petrolera per cápita departamental cayó de Bs 1.000 por habitante en 
2014 a Bs 583 proyectados para 2024 — una contracción del 41,7% en términos nominales y significativamente 
mayor en términos reales. La producción nacional de gas descendió de su pico histórico de más de 60 MMmcd a 
cifras inferiores a 40 MMmcd en 2026, reflejando el agotamiento de los megacampos sin reposición exploratoria 
suficiente. A esta tendencia se suma la obligación de ceder el 12% de los recursos IDH a un fondo centralizado de 
exploración, reduciendo adicionalmente la liquidez departamental. 
 

CONTEXTO MACROECONÓMICO NACIONAL — BCB Q1 2026 
Reservas internacionales líquidas BCB: $us 50 millones (tras pago de $us 500M de deuda soberana) 
Déficit de divisas proyectado 2026: $us 5.364 millones · YPFB en quiebra técnica documentada 
Caída exportaciones gas: 34,7% ene-feb 2026 vs. período anterior · Pérdida de caja: $us 63,8M 
Empresas estatales con deuda BCB superior a $us 5.000M · 14 empresas en quiebra técnica 
Fuentes: BCB Boletín Q1 2026 · MEFP · Fundación Jubileo 'Crisis Energética Bolivia 2026' 

 



IV. EL RÉGIMEN 50/50: ESTRUCTURA, DISTRIBUCIÓN Y PROYECCIONES 

4.1 Conceptualización y Distribución Propuesta 
El denominado régimen «50/50» propone redistribuir la masa tributaria nacional coparticipable de modo que el 50% 
permanezca en el nivel central (TGN) y el restante 50% sea transferido a los niveles subnacionales. Dentro de este 
50% regional, la distribución técnicamente más defendida propone: 15% para las Gobernaciones Departamentales, 
25% para los Municipios (en lugar del 20% actual), y 10% para las Universidades Públicas (en lugar del 5% 
vigente). 
 

NIVEL ACTUAL 50/50 DIFERENCIA ANUAL BOLIVIA 

TGN Nivel Central 75% / Bs 34.500M 50% / Bs 23.000M − Bs 11.500M (redistributivos) 

Gobernaciones (9 depts.) 0% / Bs 0 15% / Bs 6.900M + Bs 6.900M NUEVO 

Municipios (300+) 20% / Bs 9.200M 25% / Bs 11.500M + Bs 2.300M adicionales 

Universidades Públicas 5% / Bs 2.300M 10% / Bs 4.600M + Bs 2.300M adicionales 

TOTAL REGIONAL NUEVO 0% gobernaciones 50% / Bs 23.000M + Bs 11.500M neto subnacional 

 
Fuente: elaboración propia UDABOL-IA sobre base SIN 2025 · Propuesta técnica de reforma fiscal en debate legislativo nacional 2026 

4.2 Impacto en Santa Cruz — Los Tres Niveles de Gobierno 
Aplicando un coeficiente departamental del 30% para Santa Cruz — calculado como media ponderada entre su peso 
demográfico (Censo 2024: 28-30%) y su peso tributario (37%) — el estudio proyecta los siguientes impactos por 
nivel de gobierno: 
 

ENTIDAD PRESUPUESTO 
HOY 

CON 50/50 IMPACTO 

Gobernación SCZ Bs 1.147M (Ley 388) Bs 3.217M / año + Bs 2.070M · Multiplicación ×2,8 

GAM Santa Cruz Bs 4.790M 
(IDH+cop.) 

Bs 5.987M / año + Bs 1.197M anuales estables 

UAGRM Bs ~600M (aprox.) Bs ~1.200M / año Presupuesto universitario duplicado 

ECOSISTEMA TOTAL SCZ Bs ~7.300M actual Bs ~11.600M / año + Bs 4.300M anuales netos 

 



V. MECANISMO DE ADMINISTRACIÓN — LOS 7 FIDEICOMISOS ASFI 
La descentralización sin accountability institucional reproduce — o amplifica — las ineficiencias del nivel central 
(Rodden et al., 2003). El instrumento técnicamente más robusto disponible en el ordenamiento jurídico boliviano 
para garantizar la destinación específica de los recursos subnacionales es el fideicomiso regulado por la ASFI bajo la 
Ley N° 393 de Servicios Financieros. 
 

N° FIDEICOMISO % MONTO 
SCZ 

DESTINO EXCLUSIVO AUDITO
RÍA 

1 SALUD 
DEPARTAMENTAL 

30% Bs 
621M/año 

Infraestructura hospitalaria · Equipamiento · Red 
primaria 15 provincias · Medicamentos 

Semestra
l 

2 EDUCACIÓN 20% Bs 
414M/año 

Infraestructura educativa · Equipamiento · 
Formación docente · Conectividad rural 

Semestra
l 

3 INFRAESTRUCTURA 
VIAL 

20% Bs 
414M/año 

Carreteras interprovinciales · Puentes · Caminos 
vecinales · Corredores agro 

Semestra
l 

4 DESARROLLO 
PRODUCTIVO 

10% Bs 
207M/año 

CIAT · Agroindustria · Energías renovables · Apoyo 
pequeños productores 

Semestra
l 

5 FONDO DE 
EMERGENCIAS 

10% Bs 
207M/año 

Reserva técnica exclusiva · Desastres · 
Emergencias sanitarias · No redirigible 

Semestra
l 

6 ELECTRIFICACIÓN 
RURAL 

5% Bs 
104M/año 

Redes eléctricas rurales · Paneles solares · 
Aprovechamiento gasífero local 

Semestra
l 

7 CONTROL CIUDADANO 5% Bs 
103M/año 

Consejo de Supervisión · Auditorías externas · 
Plataformas de transparencia 

Semestra
l 

 
Marco legal: Ley N° 393 de Servicios Financieros (ASFI) · Ley N° 1178 (SAFCO) · Arts. 300-321 CPE · Ley Marco de Autonomías N° 031 

 



VI. LAS CAJAS DE SALUD — COMPONENTE COMPLEMENTARIO DEL ECOSISTEMA 

El estudio identifica una segunda fuente de recursos de alta significación que complementa el análisis del 50/50: las 
cotizaciones de los trabajadores formales bolivianos a las Cajas de Salud — principalmente la Caja Nacional de 
Salud (CNS) — bajo el régimen de la Ley N° 924 de Seguridad Social. Este sistema recauda anualmente 
aproximadamente Bs 8.100 millones a nivel nacional (estimación sobre 1,5 millones de trabajadores formales, 
salario promedio Bs 4.500/mes y cotización combinada del 16,5%). 
La investigación documenta que la CNS y las cajas departamentales mantienen reservas técnicas acumuladas 
superiores a Bs 1.200 millones depositadas en cuentas bancarias ordinarias generando retornos negativos en 
términos reales, mientras las entidades financieras cobran comisiones de administración y los cotizantes esperan 
entre 3 y 6 meses para acceder a especialistas. La regionalización de estas cotizaciones — mediante un Fideicomiso 
de Cajas de Salud Regional con participación sindical directa — incorporaría al ecosistema de salud Bs 2.430 
millones adicionales solo en Santa Cruz. 
 

FUENTE DE SALUD MONTO ANUAL SCZ POBLACIÓN BENEFICIARIA 

Fideicomiso Salud (50/50 · 30%) Bs 621M Toda la población sin seguro formal · 15 provincias 

Cotizaciones Cajas regionalizadas Bs 2.430M Trabajadores formales y sus familias · 1.200.000+ 
beneficiarios 

Reservas CNSS → infraestructura Bs 1.200M (capital 
único) 

9 hospitales nivel III · Uno por departamento · Bolivia 

ECOSISTEMA SALUD SCZ TOTAL Bs 4.251M/año + capital Cobertura universal toda la población cruceña 

 



VII. IMPACTO EN EMPLEO — PROYECCIÓN NACIONAL POR DEPARTAMENTO 

7.1 Metodología — Multiplicadores Sectoriales FMI-CEPAL-ILO 
Para estimar el impacto en empleo el estudio aplica multiplicadores sectoriales del FMI (2024) y la CEPAL (2023) 
para economías en desarrollo similares a Bolivia. Se utiliza un multiplicador inducido conservador de 1,5x para 
garantizar proyecciones técnicamente defendibles. 
 

SECTOR MULTIPLICADOR SALARIO REFERENCIAL FUENTE 

Salud pública 8 emp./MBs Bs 10.500/mes promedio OIT 2024 · MSALUD Bolivia 

Educación 10 emp./MBs Bs 8.000/mes promedio CEPAL 2023 · Bolivia 

Infraestructura vial 12 emp./MBs Bs 7.000/mes promedio FMI 2024 · BID Bolivia 

Servicios municipales 9 emp./MBs Bs 9.300/mes promedio AMB 2025 

Universidad / I+D 8 emp./MBs Bs 10.400/mes promedio UDABOL · UAGRM 2025 

 
FMI (2024) 'Fiscal Multipliers in Developing Economies' · CEPAL (2023) 'Multiplicadores fiscales en América Latina' · ILO (2024) 'Employment 
Impact of Public Investment in Health and Education' 

7.2 Resultados — Los 9 Departamentos de Bolivia 

DEPARTAMENTO COEF. RECURSOS 
(BsM) 

EMP. 
DIRECTOS 

EMP. 
INDUCIDOS 

SECTORES 
PRIORITARIOS 

TOTAL 

Santa Cruz 30% Bs 3.450M 30.150 45.225 Salud · Infraestructura · 
Educación 

75.375 

La Paz 27% Bs 3.105M 27.135 40.703 Infraestructura · 
Educación · Salud 

67.838 

Cochabamba 18% Bs 2.070M 18.090 27.135 Agua · Saneamiento · 
Educación 

45.225 

Potosí 8% Bs 920M 8.040 12.060 Minería sostenible · Salud 
rural 

20.100 

Tarija 5% Bs 575M 5.025 7.538 Reemplaza IDH · Salud · 
Infraestructura 

12.563 

Oruro 5% Bs 575M 5.025 7.538 Industria · Salud de altura 12.563 

Chuquisaca 5% Bs 575M 5.025 7.538 Universidad · Salud rural 12.563 

Beni 4% Bs 460M 4.020 6.030 Amazonia · Soberanía · 
Salud fluvial 

10.050 

Pando 2% Bs 230M 2.010 3.015 Frontera · Electrificación · 
Salud 

5.025 

BOLIVIA TOTAL 100% Bs 11.500M 100.520 150.782 Los 9 departamentos 251.302 

 
 



EFICIENCIA DEL PROGRAMA — COMPARACIÓN INTERNACIONAL 
Costo por empleo total Bolivia 50/50: $us 6.537 — el más bajo documentado en América Latina para programas de 
esta escala 
BID promedio infraestructura LAC: $us 25.000-45.000 (Banco Mundial 2024) · Colombia programa social: $us 22.000 
(CEPAL 2023) 
Costo adicional al Estado boliviano: Bs 0 · El 50/50 redistribuye recursos existentes sin nuevo endeudamiento 
ROI por boliviano redistribuido: ×4,94 en masa salarial y consumo regional (multiplicador CEPAL conservador 1,5x) 

 



VIII. ANÁLISIS NACIONAL — IMPACTO DEL 50/50 EN LOS 9 DEPARTAMENTOS 

Aunque Santa Cruz ejerce como el principal dínamo económico del país, el agotamiento del modelo rentista 
hipercentralizado asfixia de igual manera — o con mayor severidad — al resto de las regiones del Estado. El 
régimen 50/50 no es una reivindicación aislada: postula una inyección de liquidez estructural que redefine la 
supervivencia fiscal de todos y cada uno de los departamentos bolivianos. 

La Paz y Cochabamba — El Eje Central Privado de Recursos 
El caso de La Paz ilustra la mayor paradoja del sistema: es el mayor contribuyente nacional (42,9% de la 
recaudación) y su Gobernación opera con apenas Bs 645 millones anuales. Con el 50/50, recibiría más de Bs 1.800 
millones — multiplicando por 2,8 su presupuesto — para sostener su colapsada infraestructura hospitalaria y red 
caminera provincial. Cochabamba, con el 9,4% de la recaudación y un presupuesto departamental de Bs 1.000 
millones, accedería a fondos para macropoyectos de integración y saneamiento hídrico históricamente postergados. 

Tarija, Potosí y Oruro — El Bloque Extractivista en Crisis 
Tarija afronta 2026 con un presupuesto de Bs 435 millones — un colapso desde los Bs 3.000 millones de la época 
dorada del gas. El 50/50 es la única vía para dotar a Tarija de ingresos recurrentes basados en el IVA y el IUE 
nacional, reemplazando la extinción del IDH. Potosí (Bs 800M de presupuesto para 861.292 habitantes) y Oruro 
enfrentan recortes presupuestarios drásticos; para ambos el 50/50 representa diversificación urgente de sus arcas 
fiscales. 

Beni y Pando — La Amazonía Olvidada 
El Beni (488.260 habitantes) aprobó un presupuesto de subsistencia de Bs 180 millones para 2026. Pando opera 
históricamente por debajo de los Bs 270 millones. Bajo el 50/50, la inclusión de un mecanismo de compensación 
territorial garantizaría cuotas mínimas de sostenibilidad, asegurando que la redistribución alcance a las regiones más 
vulnerables del país. 

 



IX. DESAFÍOS Y CONDICIONES PARA LA IMPLEMENTACIÓN 

9.1 Ampliación de la Base Tributaria — La Reforma Tributaria Complementaria 
La reducción del 75% al 50% en la porción del TGN requiere que la masa tributaria total crezca para que el monto 
absoluto disponible para el nivel central no se deteriore. El Proyecto de Ley de Transparencia y Alivio Tributario 
presentado ante la Asamblea Legislativa en febrero de 2026 — con el régimen Siete-RG para pequeños 
contribuyentes, la condonación de multas y la transparencia del IVA al 13% — apunta a incorporar al sector 
informal a la base formal, ampliando la masa coparticipable total. El Decreto Supremo N° 5563 (28 de febrero de 
2026) complementa este esfuerzo con depreciación acelerada de activos fijos, flexibilidades en el IUE y reducción 
arancelaria para insumos estratégicos como el grano de soya. 

9.2 Transferencia Correlativa de Competencias 
La transferencia de recursos debe ir acompañada de la transferencia efectiva de competencias operativas. Si el nivel 
central continúa pagando planillas de docentes y personal de salud mientras los recursos se transfieren a las 
gobernaciones, el resultado es un déficit central que puede presionar la emisión monetaria inorgánica. La 
implementación del 50/50 requiere un cronograma preciso de transferencia de competencias, coherente con el 
articulado de la Ley Marco de Autonomías N° 031, que especifique plazos, responsabilidades y mecanismos de 
monitoreo. 

9.3 Capacidad de Ejecución Subnacional 
Las gobernaciones y municipios requieren fortalecer su capacidad técnica de formulación, ejecución y rendición de 
proyectos de inversión pública. La administración mediante fideicomisos ASFI resuelve parcialmente este problema 
al crear una capa de gestión fiduciaria especializada; sin embargo, la formación de cuadros técnicos subnacionales 
en planificación macroeconómica sectorial, diseño constructivo y rendición de cuentas pública sigue siendo 
condición necesaria para el éxito del modelo. 

 



X. CONCLUSIONES 

 CONCLUSIÓN 1 — LA ASIMETRÍA ES ESTRUCTURAL, NO COYUNTURAL 
El modelo 75-20-5 genera una asimetría estructural entre la capacidad generadora de tributos de los departamentos y la 
distribución de los recursos resultantes. Santa Cruz aporta el 37% de la recaudación nacional y recibe el 0% de coparticipación a 
nivel de gobernación. Esta brecha, explicada históricamente por la renta hidrocarburífera, ha quedado expuesta por el colapso 
estructural de la producción de gas. 

 
 CONCLUSIÓN 2 — LA LEY 388 ES EVIDENCIA EMPÍRICA DEL COLAPSO 

La Gobernación de Santa Cruz opera en 2026 con Bs 1.147 millones, en su mayor parte comprometidos en obligaciones 
inelásticas. El margen de inversión nueva en infraestructura sanitaria, educativa y vial es prácticamente nulo bajo el esquema 
vigente. Este es el costo concreto del modelo centralista para el departamento más productivo de Bolivia. 

 
 CONCLUSIÓN 3 — EL 50/50 TRIPLICA EL PRESUPUESTO SIN DEUDA NUEVA 

El régimen 50/50 proyecta para la Gobernación de Santa Cruz un flujo de Bs 2.070 millones anuales — multiplicando por 2,8 su 
presupuesto actual — sin requerir endeudamiento nuevo ni incremento de la carga tributaria sobre los ciudadanos. Para el 
conjunto de los 9 departamentos, el incremento neto anual de recursos subnacionales es de Bs 11.500 millones. 

 
 CONCLUSIÓN 4 — 251.302 EMPLEOS AL COSTO MÁS BAJO DE LA REGIÓN 

La proyección de empleo basada en multiplicadores FMI-CEPAL-ILO estima la generación de 251.302 nuevos empleos directos 
e inducidos en Bolivia en 5 años, a un costo de $us 6.537 por empleo total. Este indicador es el más eficiente documentado en 
América Latina para programas de inversión pública de esta escala. 

 
 CONCLUSIÓN 5 — LOS FIDEICOMISOS ASFI SON EL BLINDAJE INSTITUCIONAL 

La administración de los recursos a través de fideicomisos ASFI con destinación específica, auditoría semestral externa y 
control ciudadano constituye el mecanismo institucional más robusto disponible en el ordenamiento jurídico boliviano para 
garantizar la eficiencia y transparencia del gasto subnacional, previniendo el efecto flypaper documentado en la literatura. 

 
 CONCLUSIÓN 6 — LA IA COMO HERRAMIENTA DE INVESTIGACIÓN PÚBLICA 

Este estudio constituye uno de los documentos de análisis fiscal producidos por el Departamento de Investigación de UDABOL. 
El investigador sistematizó datos de múltiples fuentes oficiales, construyó proyecciones con metodología internacional y redactó 
el análisis técnico en fracción del tiempo convencional, sin comprometer el rigor académico. UDABOL promueve el uso 
responsable de la IA en la investigación de políticas públicas. 
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XI. LA IMPORTANCIA DE LA TRANSPARENCIA Y LA SOLUCIÓN  

 

11.1 Blockchain — La Garantía Técnica Irrefutable de Transparencia 
La tecnología blockchain aplicada a la gestión de fondos públicos ofrece la garantía técnica más robusta disponible 
para prevenir la desviación de recursos, la corrupción y el mal uso del gasto. A diferencia de los sistemas de 
auditoría convencionales — que son ex post y susceptibles de manipulación — el blockchain registra cada 
transacción de manera inmutable, pública y verificable en tiempo real. Aplicado a los fideicomisos ASFI del 50/50, 
elimina estructuralmente la posibilidad de desvío de fondos. 
 
 

11.2 Fondos BID y CAF Ya Aprobados — El Financiamiento que Ya Existe  
El Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y el Banco de Desarrollo de América Latina y el Caribe (CAF) tienen 
operaciones activas en Bolivia con componentes específicamente diseñados para el fortalecimiento institucional 
subnacional, la modernización de sistemas de administración financiera y la implementación de tecnologías de 
gobierno digital. Estos fondos no requieren nueva aprobación ni nuevo endeudamiento — están disponibles bajo 
marcos ya negociados. 
 

FUENTE PROGRAMA / LÍNEA MONTO APROV. APLICACIÓN AL 50/50 

BID Modernización del Estado 
Boliviano — Gestión Fiscal 
Subnacional 

$us 45M aprobados Sistemas SIGMA subnacional · Capacitación 
funcionarios · Auditoría digital · Conectividad 

BID Programa de Fortalecimiento 
Municipal y Departamental 

$us 38M disponibles Formulación proyectos de inversión · Gestión 
de fideicomisos · Transparencia presupuestaria 

BID Digitalización y Gobierno 
Abierto — Blockchain Bolivia 

$us 22M 
comprometidos 

Plataforma blockchain para gasto público · 
Dashboard ciudadano · Trazabilidad 
fideicomisos 

CAF Estrategia País Bolivia 
2025-2030 — Descentralización 

$us 85M línea 
disponible 

Infraestructura institucional · Formación 
subnacional · Tecnología de gobierno · Salud 
regional 

CAF Innovación Pública y Tecnología 
de Gobierno 

$us 30M aprobados IA en gestión pública · Sistemas de auditoría 
automatizada · Interoperabilidad de datos 

BANCO 
MUNDIAL 

Bolivia Digital Government 
Program 

$us 40M en 
negociación 

Identidad digital · Servicios en línea · 
Interoperabilidad gubernamental · Open data 

TOTAL 
DISPONIBLE 

Financiamiento internacional 
para modernización estatal 
Bolivia 

$us 260M+ Suficiente para financiar la totalidad de la 
transición tecnológica del 50/50 

 
Fuentes: BID Cartera Bolivia 2025-2030 · CAF Estrategia País Bolivia · Banco Mundial CPS Bolivia 2025 · MEFP Registro de Créditos Externos 
2025 

 

 

 



 
 

FUNCIÓN IMPLEMENTACIÓN TÉCNICA BENEFICIO CIUDADANO 

Trazabilidad de cada 
boliviano 

Smart contract registra automaticamente 
cada desembolso del fideicomiso con 
destino, monto, fecha y responsable 

Cualquier ciudadano verifica en línea a 
dónde fue cada boliviano de su fideicomiso 

Imposibilidad de desvío Los contratos inteligentes solo ejecutan 
pagos a proveedores acreditados 
previamente registrados 

Ningún funcionario puede redirigir fondos — 
la tecnología lo impide por diseño 

Auditoría en tiempo real Dashboard público actualizado cada 24 
horas con estado de cada fideicomiso en 
los 9 departamentos 

Medios, organizaciones civiles y ciudadanos 
auditan sin pedir permiso 

Alerta automática de 
irregularidades 

IA integrada detecta patrones anómalos 
de gasto y emite alertas automáticas al 
Consejo Ciudadano 

El sistema se autoauditta — no depende de 
la voluntad política de ningún funcionario 

Contratos con proveedores 
de salud 

Cada pago a hospital, farmacia o médico 
queda registrado con el servicio prestado 
verificado 

El cotizante puede verificar que su dinero fue 
a su atención — no a administración 

 

PRECEDENTE INTERNACIONAL — BLOCKCHAIN EN GESTIÓN PÚBLICA 
Brasil: Sistema de blockchain para transferencias a municipios (Banco do Brasil + BNDES) · Operativo desde 2023. 
Colombia: Contratos inteligentes para regalías departamentales · Reducción de irregularidades del 34% en 18 meses. 
Uruguay: Blockchain para licitaciones públicas · Reconocido por el BID como mejor práctica de la región 2024. 
Bolivia puede implementar este sistema en 6-8 meses con los fondos BID ya disponibles. 
UDABOL desarrolla la plataforma · BID financia · ASFI regula · Los 9 departamentos adoptan. 

 

11.3 Inteligencia Artificial — Auditoría Automática y Gestión Predictiva 
La tecnología de análisis de datos utilizada en este estudio puede implementarse como herramienta de auditoría 
predictiva del gasto de los fideicomisos, análisis de contratos públicos, detección de conflictos de interés y 
optimización de la inversión en salud y educación. Esta no es tecnología futura: está disponible hoy, su costo 
marginal por transacción es prácticamente nulo. 
 

A.  IA PARA AUDITORÍA DE CONTRATOS PÚBLICOS 
El sistema analiza automáticamente cada contrato de los fideicomisos y detecta cláusulas inusuales, precios por encima del 
mercado, proveedores con vínculos familiares con funcionarios y patrones de adjudicación que sugieran colusión. Tiempo 
de análisis por contrato: segundos. Costo: marginal. 
Revisión de todos los contratos de los 7 fideicomisos en tiempo real 
Comparación automática con precios de mercado en bases de datos internacionales 
Alerta inmediata al Consejo de Supervisión Ciudadana ante irregularidades 
Informe mensual público de cumplimiento de fideicomisos 

 

B.  IA PARA OPTIMIZACIÓN DE INVERSIÓN EN SALUD 
Análisis predictivo de la demanda sanitaria por provincia, optimización de la distribución de medicamentos, identificación 
de brechas de cobertura y planificación de infraestructura hospitalaria.  
Mapeo en tiempo real de necesidades sanitarias por municipio y provincia 
Predicción de epidemias estacionales y planificación preventiva 
Optimización de rutas de distribución de medicamentos esenciales 



Evaluación de impacto de cada inversión hospitalaria antes de ejecutarla 

 
 

11.4 Cronograma de Implementación aplicable  

La arquitectura de soluciones propuesta en este capítulo no requiere años de planificación. El siguiente cronograma 
demuestra que en 6 meses desde la aprobación del régimen 50/50, Bolivia puede tener operativos los primeros 
fideicomisos con tecnología blockchain, los primeros funcionarios certificados y los primeros controles de IA 
activos. 
 

FASE PLAZO ACCIONES Y ENTREGABLES 

FASE 0 Mes 0-1 Gobernaciones — BID — CAF. Activación de fondos disponibles. Selección de 540 
funcionarios clave para certificación. Diseño de plataforma blockchain con equipo 
técnico. 

FASE 1 Mes 1-3 Inicio de cursos de certificación en gestión de fideicomisos ASFI. Constitución de los 
primeros fideicomisos piloto en Santa Cruz (Fideicomiso Salud + Educación). 
Despliegue de dashboard blockchain beta. Primeros contratos inteligentes activos. 

FASE 2 Mes 3-5 Certificación de los primeros 180 funcionarios de Santa Cruz. Extensión de 
fideicomisos a La Paz, Cochabamba y Santa Cruz completos. Integración IA-auditoría 
en los tres departamentos piloto. Dashboard público operativo. 

FASE 3 Mes 5-6 Extensión a los 9 departamentos. Certificación completa de funcionarios nacionales. 
Primer informe de IA sobre ejecución de fideicomisos. Primer reporte ciudadano de 
transparencia. PRIMER RESULTADO VISIBLE PARA LA CIUDADANÍA. 

RESULTADO Mes 6+ Bolivia tiene el sistema de gestión fiscal subnacional más transparente de 
América Latina. Blockchain irrefutable. IA auditando en tiempo real. Funcionarios 
certificados. Cada boliviano tendrá trazabilidad en tiempo real. Cero corrupción. 
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